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Asunto: Proyecto de ley  - Por la cual se modifican los artículos 186, 187, 188, 189 y 230 de la ley 5ª de 1992 sobre comisiones accidentales de mediación, participación ciudadana  y se dictan otras disposiciones”

Señor Presidente, 

Nos permitimos presentar a consideración del Honorable Congreso de la República el siguiente Proyecto de Ley “Por la cual se modifican los artículos 186, 187, 188, 189 y 230 de la ley 5ª de 1992 sobre comisiones accidentales de mediación, participación ciudadana y se dictan otras disposiciones”,  a fin de darle el correspondiente trámite legislativo, con la discusión y votación que constitucional y legalmente se ha dispuesto.
En consecuencia, los abajo firmantes, dejamos en consideración el proyecto de ley, en los términos de la exposición de motivos y en ejercicio de las facultades constitucionales consagradas en el capítulo III de la Constitución Política, y legales establecidas en la ley 5ª de 1992  “Reglamento Interno del Congreso”.  

PROYECTO DE LEY No. ________
“Por la cual se modifican los artículos 186, 187, 188, 189 y 230 de la ley 5ª de 1992 sobre comisiones accidentales de mediación, participación ciudadana  y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1: Modifíquese el nombre del capítulo I de la sección 5ª de la ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 

I. Comisiones de Conciliación.  
ARTICULO 2. Modifíquese el artículo 186 de la ley 5ª de 1992, el cual quedará así:

ARTICULO 186. COMISIONES ACCIDENTALES ESPECIALES.  Para efecto de lo previsto en el artículo 161 constitucional, los presidentes de las cámaras, integrarán las Comisiones Accidentales Especiales de Conciliación, con el fin de superar las discrepancias que surgieren del articulado de un proyecto de acto legislativo o de ley, aprobado en las Cámaras. 

Las comisiones prepararán el texto que será sometido a consideración para ser discutido y votado de manera definitiva en sesión plenaria de cada cámara. 
ARTICULO 3. La ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo artículo 186A, del siguiente tenor:

ARTICULO 186 A. DISCREPANCIAS Y PROHIBICIONES. Se consideran como discrepancias las diferencias que existan entre los textos de articulado aprobados por las plenarias de una y otra cámara.

Las discrepancias solo aplican respecto de aquellos artículos que no sean considerados nuevos, cuyas materias hayan sido objeto de discusión y votación en las plenarias de las respectivas cámaras. 

ARTICULO 4. La ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo artículo 186B, del siguiente tenor:

ARTÍCULO 186B. ARTICULOS NO CONCILIABLES: No son conciliables aquellos artículos, que debatidos y aprobados en las respectivas cámaras, no guardan conexidad temática directa con el contenido de las demás disposiciones del articulado. La conexidad debe ser clara, específica, estrecha, necesaria y evidente.

Si la modificación a un artículo tiene autonomía propia y no es de la esencia de la institución debatida en las etapas anteriores no podrá ser conciliado. 

ARTICULO 5. Modifíquese el artículo 187 de la ley 5ª de 1992, el cual quedará así:

ARTICULO 187. COMPOSICIÓN. De acuerdo con el artículo 161 de la Constitución Política, estas comisiones estarán integradas por un mismo número de Senadores y Representantes ponentes del proyecto de acto legislativo o proyecto de ley, que hayan sido designados por las mesas directivas respectivas para segundo debate de la iniciativa en cada cámara, y sin que exceda en proporción de un ponente en representación de cada partido. 

En los casos en que el ponente designado por cada cámara para el segundo debate sea único, en la conformación de las comisiones accidentales especiales de conciliación, se adicionará un ponente miembro de la comisión constitucional respectiva en donde se adelantó el primer debate de la iniciativa.

ARTICULO 6. La ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo artículo 187A, del siguiente tenor:

ARTICULO 187A. CRITERIOS DE APLICACIÓN POR LAS COMISIONES ACCIDENTALES ESPECIALES DE CONCILIACIÓN. Las Comisiones Accidentales Especiales de Conciliación aplicarán los criterios de consecutividad, unidad de materia e identidad relativa, en la construcción del texto de articulado sometido a consideración de las plenarias de cada cámara, en los siguientes términos: 

1. Consecutividad.  La totalidad del texto del articulado propuesto debe haber sido aprobado o improbado por las respectivas comisiones constitucionales permanentes, así como por las plenarias de una y otra cámara, en forma sucesiva y sin excepción, según sea el caso, garantizando la formación de la voluntad democrática de las cámaras y la suficiente deliberación sobre cada materia. 

2. Unidad de materia. La libertad de configuración legislativa en la etapa de la conciliación de textos normativos, implica que todas las normas del texto propuesto conserven una relación de conexidad razonable, de carácter causal, temática y sistemática, entre sí.

3. Identidad relativa. En desarrollo del artículo 157 de la constitución política, el texto del articulado propuesto debe mantener la misma materia o núcleo temático al presentado al inicio del trámite legislativo, y las modificaciones o adiciones introducidas deben tener un vínculo razonable con el tema general esencial de la iniciativa. 

 ARTICULO 7. Modifíquese el artículo 188 de la ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 

ARTICULO188. INFORMES Y PUBLICACION. Las Comisiones Especiales Accidentales de Conciliación integrarán al informe de conciliación que presenten a las plenarias de una y otra cámara respectivamente, un registro de la forma en la que se adoptó el texto final del articulado y un cuadro comparativo de los artículos aprobados en todos los debates y las discrepancias objeto de conciliación, conforme a los principios ya establecidos, para su respectiva publicación. 

ARTICULO 8. La ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo artículo 188A, del siguiente tenor:

ARTICULO 188A. TÉRMINOS. Los informes de conciliación deberán presentarse y publicarse en la Gaceta del Congreso por un término fijado por la Mesa Directiva de cada cámara no inferior a quince (15) días antes de la respectiva sesión plenaria en la que deba discutirse y votarse el proyecto, garantizándose, previo a la discusión y votación, el conocimiento de dicho informe de conciliación por parte de las bancadas constituidas en cada corporación, a efectos del cumplimiento del artículo 2º de la ley 974 de 2005.

ARTICULO 9. Modifíquese el artículo 189 de la ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 
ARTICULO 189. NEGACIÓN DE DISPOSICIONES. Si repetido el segundo debate en las Cámaras persistieren las diferencias sobre algún o algunos artículos conciliados de un proyecto de ley o de acto legislativo, se considerarán negadas dichas disposiciones. 

ARTICULO.10. Modificase el artículo 230 de la ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 
ARTICULO 230. OBSERVACIONES A LOS PROYECTOS POR PARTICULARES. Para expresar sus  opiniones toda persona, natural o jurídica podrá presentar observaciones sobre cualquier proyecto de ley o de acto legislativo cuyo examen y estudio se esté adelantando en alguna de las comisiones constitucionales permanentes o en las comisiones accidentales especiales de conciliación. 

La respectiva mesa directiva dispondrá los días, horarios y duración de las intervenciones, así como el procedimiento que asegure la debida atención y oportunidad, y tratándose de las comisiones accidentales especiales de conciliación, quien las coordina aceptará de inmediato la solicitud de intervención de particulares, previa publicación por secretaria de la fecha, día y hora de la audiencia en la que serán escuchados y habiéndose registrado e inscrito en la secretaria general de cada corporación con ponencia escrita, un día antes a su intervención. 

PARÁGRAFO. Para su intervención, el interesado deberá inscribirse previamente en el libro de registro que se abrirá por cada una de las secretarias de las comisiones, con excepción de las intervenciones que se haga en las comisiones especiales accidentales de conciliación. 

Cuando se trate del trámite de leyes o reformas constitucional de iniciativa popular, a las que se refiere el artículo 155 de la constitución nacional, el vocero designado por los ciudadanos podrá intervenir con voz ante las plenarias de cada una de las cámaras, las comisiones constitucionales permanentes, las comisiones accidentales especiales de conciliación, para defender, explicar, precisa o aclarar la iniciativa. Para este  propósito el vocero deberá inscribirse ante la secretaria general y acogerse a las normas que para su intervención fije la mesa directiva. 

PARAGRAFO: En los casos en los que se surta audiencia pública en el curso del trámite de un  proyecto de acto legislativo o de un proyecto de ley  en las comisiones accidentales de conciliación, esta deberá ser citada con arreglo al trámite establecido en la presente ley,  sin que dicha audiencia se extienda por más de un (1) día y una vez se haya verificado que en el tránsito de la iniciativa a segundo debate no se realizó audiencia pública.
ARTICULO 11. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las normas que le sean contrarias. 

EXPOSICION DE MOTIVOS
I. LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA Y DELIBERATIVA.

El Estado de derecho Colombiano se ha fundado en un modelo democrático constitucional, cuya división de poderes en tres ramas, el poder judicial, el legislativo y el ejecutivo, presuponen un sistema de pesos y contrapesos, en el cual la deliberación representativa al interior de la institucionalidad permite la toma de decisiones, traducidas en el desarrollo de los principios y reglas constitucionales, a través de la administración de justicia, de la ley y del diseño e implementación de la política pública, siempre con respeto por el modelo constitucional y en pro del desarrollo humano de la Nación. 

El Congreso de la República como máxima institución democrática, en el marco de la deliberación representativa, fundada en una ciudadanía activa, crítica y propositiva, y en el compromiso de satisfacción del bien común, respaldando y cumpliéndole a una sociedad que se resiste a ser inerte, en los términos del magistrado Louis Brandeis, en Whitney vs. California
, y que rechaza que el comportamiento pasivo sea la principal amenaza a su libertad, como lo ha sostenido Arthur Kaufmann, hoy responde de manera responsable y decidida a lo que para Habermas constituye esa deliberación democrática que es “la expresión del poder comunicativo de la sociedad civil y de la opinión pública.” 

La discusión que se origina en la propuesta de un proyecto de ley o de acto legislativo debe responder a esos principios y reglas universales que están basados en la legitimidad del Estado, del orden político, como lo ha planteado en su principal tesis Neil Didier, y en el orden jurídico, que responde a un establecimiento constitucional, al que hoy, a través de la presente iniciativa legislativa de reforma parcial a la ley 5ª de 1992, y en los términos del profesor Robert Alexy, como acto de corrección del derecho, concretamente plantea la necesidad de modificar el capítulo I de la sección 5ª del Reglamento Interno del Congreso, garantizando que los principios de consecutividad, identidad relativa y unidad de materia, estén presentes en todo el trámite legislativo que para un proyecto de ley o un proyecto de acto legislativo deban aplicarse, entregándose mayor claridad y complementariedad de la norma legal en el trámite de dichas iniciativas en la etapa de la conciliación de los textos sometidos a consideración de las plenarias. 
II. JUSTIFICACION CONSTITUCIONAL 

Como en la famosa “tarde de discusión” entre “Habermas y Ratzinger”, en el 2004, donde de manera ejemplarizante se logra llegar a un acuerdo entre dos visiones y filosofías diferentes que cada uno de estos personajes representa, captando las necesidades de la lógica y la razón así como las de la teología y la fe para la vida misma, una discusión al interior de la máxima institución democrática en el Estado Colombiano, debe atender unos principios que dirijan la deliberación representativa sobre una iniciativa legislativa, pese a las diferentes visiones que haya, por cuantos miembros existan en cada corporación, pero siempre manteniéndose la unidad en la materia objeto de discusión y la supremacía de la norma constitucional. 
· Norma constitucional 

En tal sentido, y en tratándose del reglamento aplicable a las discusiones y específicamente al trámite legislativo dentro del Congreso de la República, El artículo 161 de la constitución política, modificado por el Acto Legislativo No. 1 de 2003, Artículo 9,  establece que: “… Cuando surgieren discrepancias en las Cámaras respecto de un proyecto, ambas integrarán comisiones de conciliadores conformadas por un mismo número de Senadores y Representantes, quienes reunidos conjuntamente procurarán conciliar los textos, y en caso de no ser posible, definirán por mayoría.”
Ahora bien, la ley 5ª de 1992, en desarrollo de dicho artículo constitucional, en la sección 5ª, creó las denominadas “Comisiones de Mediación”, las cuales en el artículo 186 se denominan de manera especial “Comisiones Accidentales”, a las cuales le atribuye la facultad de superar las discrepancias que surgieren respecto del articulado de un proyecto, preparando para ello el texto que será sometido a consideración de las plenarias. 

En esa dirección y bajo el entendido de que presentándose dichas discrepancias entre una y otra cámara, no existiría un solo texto que pudiese ser promulgado como ley de la República, la creación de las comisiones accidentales en donde se discuta y se adopte un solo texto, debe atender siempre el principio democrático de representación y el rigor procedimental en la adopción de un único texto, que guarde respeto por la voluntad de los legisladores que han adoptado una decisión en cada una de sus plenarias, respectivamente. Ese rigor en el estudio, discusión y adopción del texto, que más tarde será el único presentado a las plenarias de Senado y Cámara para su aprobación definitiva, debe estar contemplado en su mayor extensión en la norma y debe intentar cubrir todos los escenarios posibles de tal deliberación, en desarrollo de la seguridad jurídica y de la garantía democrática de representación, que el constituyente originario le ha atribuido al Congreso. 
Así, resulta pertinente someter a consideración del H. Congreso el presente proyecto de ley, con el cual se pretende dar mayor claridad y complementariedad a las disposiciones legales que existen en materia de conciliación de textos para aprobación de los proyectos de ley y de acto legislativo por el Congreso. 
· Reglamento Interno del Congreso

La ley 5ª, a través de los artículos 186 y siguientes, ha establecido un procedimiento para la forma como han de designarse los miembros de las comisiones accidentales, su función y la forma en que se puede dirimir las discrepancias entre las dos plenarias, sin que a la postre haya de entenderse dicha normatividad como suficiente para evitar confusiones, violaciones a la norma constitucional e incluso diversas interpretaciones por parte del operador, que en este caso son los Congresistas. 
En virtud de esta razón, y de la necesidad de entregarle al constituyente primario, la garantía en las deliberaciones y decisiones que se tomen por parte del legislador, de transparencia y legitimidad en la adopción de las leyes, el presente proyecto de ley propone las modificaciones que con base en la constitución y en la jurisprudencia constitucional, permiten darle mayor viabilidad a la superación del debate democrático frente a las discrepancias entre los texto aprobados en cada una de las plenarias de las cámaras, sobre un proyecto de ley o de acto legislativo. 
III. PROPUESTA DE MODIFICACION LEGAL
Atendiendo los postulados de Rawls acerca de los modelos democráticos, de un régimen liberal, decente y ordenado, sumado a los principios de igualdad y justicia y a la garantía de los derechos fundamentales de la sociedad y la efectiva separación de los poderes públicos, el Congreso de la República ha de encontrar necesaria en su deliberación, la determinación, clara, expresa, idónea y cierta de las condiciones, los fundamentos y los procedimientos, a partir de los cuales ha de desarrollar su actividad legislativa, sin dejar ningún vacío, que dé lugar a una libre interpretación que en ocasiones conlleve a una desviación del querer constitucional y legal. 
En el Estado constitucional, priman las garantías que para los ciudadanos han de interpretarse como realizadoras y protectoras del bien común, y la ley, por su carácter general y abstracto ha de significar en el texto promulgado, la representación democrática del soberano (pueblo), la legitimación popular de entrada, y la validez del procedimiento que se haya dispuesto y haya realizado cada una de las cámaras en medio de la aprobación de la norma. 
Cabe advertir que si bien es cierto existen normas reglamentarias, de carácter orgánico, como la ley 5 de 1992 y las posteriores reformatorias, también lo es, que en temas específicos como el que pretende modificar el presente proyecto de ley en materia de conciliaciones, no resulta ser suficientemente claro, idóneo, y sin margen de libre interpretación por su operador, lo que evidencia la necesidad de que el Congreso de la República, estudie algunas normas que pueden entregarle mayor transparencia y participación democrática en el debate congresual de cada iniciativa, y mayor legitimidad y efectividad a la actuación legislativa. 
· FUNDAMENTO JURISPRUDENCIAL CONSTITUCIONAL
Resulta pertinente para la materia objeto de estudio y discusión, revisar los antecedentes jurisprudenciales que la H. Corte Constitucional ha logrado a través de numerosos fallos en los que se ha pronunciado sobre la constitucionalidad del trámite legislativo, y frente a los cuales resulta de la mayor relevancia, la determinación de los principios que han de aplicarse a lo largo del debate y votación congresual en cada proyecto de ley o de reformas constitucionales, lo que incluye indiscutiblemente la etapa de la conciliación de los textos aprobados en las plenarias de las cámaras, en aquellos casos en los que se presenta alguna diferenciación en el texto de articulado. 

Al respecto la Corte Constitucional en sentencia C-040 de 2010, sostuvo:
(…)

“El aspecto central que define el principio de consecutividad es que los asuntos que conforman un proyecto de ley o de acto legislativo hayan sido objeto de debate y decisión en sentido aprobatorio o denegatorio tanto en las comisiones constitucionales permanentes como en las plenarias. Esto implica, en términos de la jurisprudencia de este Tribunal, que el articulado de un proyecto y los temas en él contenidos tienen que ser debatidos y votados -afirmativa o negativamente- en todas y cada una de las instancias legislativas reglamentarias, sin que éstas puedan renunciar al cumplimiento de tal exigencia ni tampoco trasladar la responsabilidad a otra célula congresional para que el debate sea considerado en una etapa posterior. Dicho en otras palabras, a través del principio de consecutividad se busca que la totalidad del texto propuesto en la ponencia sea discutido y aprobado o improbado por las respectivas comisiones constitucionales permanentes y por las plenarias, en forma sucesiva y sin excepción, según sea el caso.” (Subrayas fuera de texto)
(…)

“Lo que persigue el principio de consecutividad es garantizar la debida formación de la voluntad democrática de las cámaras, de manera tal que cada uno de los asuntos que luego ingresan a ser parte del ordenamiento jurídico positivo, estén precedidos de una deliberación suficiente.  Como lo ha señalado la Corte, la importancia nodal del debate de esos asuntos radica fundamentalmente en el hecho de que, por su intermedio, se permite madurar la decisión definitiva que en torno a un proyecto de ley o acto legislativo se va a tomar en el seno de la respectiva célula legislativa. En otras palabras, busca, por una parte, garantizar el examen de los parlamentarios sobre las distintas propuestas sometidas a consideración, dando oportunidad de que incidan en la posición individual que van a asumir, y por la otra, permitir también la valoración colectiva, en torno a las ventajas y desventajas que se van a derivar de la decisión por adoptar. Ahora bien, el debate, como elemento consustancial del principio de participación política parlamentaria, es precisamente una manifestación del derecho de deliberación reconocido a los integrantes del Congreso, de su derecho de hablar, de expresarse, el cual encuentra respaldo en la representación popular que detentan todos y cada uno de los miembros que integran las Cámaras. Es pues expresión de la representación de los ciudadanos, en cuanto a ellos les asiste el interés de que sus voceros en el Congreso tengan la oportunidad de debatir, de fijar sus puntos de vista frente al contenido de las distintas iniciativas, en el entendido que, en todo caso, éstas van dirigidas a producir sus efectos frente al conglomerado social.”

Así mismo, este alto tribunal manifestó frente a alcance del principio de identidad flexible: 
(…)
“En relación concreta con el alcance del principio de identidad flexible en el trámite de proyectos de ley, el concepto de identidad comporta más bien que entre los distintos contenidos normativos que se propongan respecto de un mismo artículo exista la debida unidad temática. Tal entendimiento permite que durante el segundo debate los congresistas puedan introducir al proyecto las modificaciones, adiciones y supresiones que consideren necesarias (art. 160 C.P.), siempre que durante el primer debate en la comisión constitucional permanente se haya discutido y  aprobado el tema a que se refiera la adición o modificación. Lo anterior implica darle preponderancia al principio de consecutividad, en cuanto es factible conciliar las diferencias surgidas en el debate parlamentario, sin afectar la esencia misma del proceso legislativo. En efecto, la Carta autoriza la introducción de modificaciones o adiciones al proyecto de ley durante el segundo debate de cada Cámara. En este sentido es posible entonces que bajo la forma de adición o modificación se incluya un artículo nuevo. La exigencia que el ordenamiento impone es que el tema específico al que se refiera la modificación o adición haya sido debatido y aprobado durante el primer debate. En ese orden de ideas, es claro que la facultad de introducir modificaciones y adiciones  se encuentra limitada pues debe respetarse  el principio de identidad, de forma tal que esos asuntos estén estrechamente ligados a lo debatido y aprobado en comisiones.”
En el mismo sentido y en desarrollo del artículo 375 constitucional, la Corte Constitucional sostuvo frente a los principios del trámite legislativo, de consecutividad e identidad flexible, (conexidad),:
(…)

“En lo que respecta a esa relación de conexidad, debe acotarse que la jurisprudencia le ha otorgado carácter cualificado, en el sentido de considerar que no cualquier vínculo adquiere esa condición, sino que debe de estarse ante una relación verificable.  Sobre el particular, el precedente en comento sostiene que la Corte “... ha descartado las relaciones ‘remotas’, ‘distantes’, o meramente ‘tangenciales’. Ha insistido la Corte en que la relación de conexidad debe ser ‘clara y específica’, ‘estrecha’, ‘necesaria’, ‘evidente’. En ocasiones, refiriéndose a leyes, no a actos legislativos, según las especificidades del caso, ha exigido una relación especial de conexidad, al señalar que si la “adición” tiene autonomía normativa propia y no es de la esencia de la institución debatida en las etapas anteriores, entonces la adición es inconstitucional.”
De lo anterior se colige la importancia de asumir correctamente los conceptos de consecutividad e identidad flexible, en el sentido de encontrar las normas mínimas con las cuales no cercenar la voluntad y libre configuración del legislador, pero guardando siempre la identidad en el asunto, materia o esencia objeto del proyecto de ley o de acto legislativo, lo que implica que a la hora de conciliar los textos, podría bien adoptarse un artículo nuevo por su literalidad, pero nunca nuevo por su naturaleza y por la materia de la que trate, pues ya se ha considerado que la constitucionalidad de dicho proceso implica que la materia sobre la que se legisla haya de debatirse de acuerdo al trámite establecido en la norma constitucional y legal, y guarde plena conexidad con el objeto del proyecto. 
Al respecto la Corte Constitucional sostuvo:
(…)

“La jurisprudencia ha contemplado, de manera consecuencial, que la autonomía normativa de los asuntos no conexos, está basada en determinadas condiciones de carácter material, no formal.  Ello debido a que, como se dijo, la identidad temática no responde a una comparación de textos, sino de iniciativas.  En este orden de ideas, para concluir la existencia de un asunto nuevo contrario a los principios de consecutividad e identidad flexible, deberá tenerse en cuenta que (i) un artículo nuevo no siempre corresponde a un asunto nuevo puesto que el artículo puede versar sobre asuntos debatidos previamente; (ii) no es asunto nuevo la adición que desarrolla o precisa aspectos de la materia central tratada en el proyecto siempre que la adición esté comprendida dentro de lo previamente debatido;  (iii) la novedad de un asunto se aprecia a la luz del proyecto en su conjunto, no de un artículo específico; (iv) no constituye asunto nuevo un artículo propuesto por la Comisión de Conciliación que crea una fórmula original para superar una discrepancia entre las Cámaras en torno a un tema. Tratándose de los actos legislativos, se ha precisado que el concepto de asunto nuevo es más amplio porque existe una relación estrecha entre distintos temas constitucionales dadas las características de la Constitución de 1991.”

(…)
“La jurisprudencia prevé que pueden incorporarse cambios en los textos aprobados, incluso considerables, sin que ello afecte el principio de identidad relativa, siempre y cuando esos cambios se inscriban en los asuntos del proyecto que han recibido debate previo.  Así, se ha previsto que el análisis acerca del cumplimiento de los principios de identidad relativa y de consecutividad, el proyecto se examine en su conjunto, sin que sea posible una consideración aislada de las normas para encontrar diferencias en los textos aprobados en los distintos debates, en la medida en que tales diferencias pueden carecer de significación en el contenido de la regulación del proyecto mirado como un todo. Bajo estas premisas, la vulneración de los principios de identidad flexible y consecutividad se estructura cuando la modificación incorporada en el trámite conlleva un cambio esencial, esto es, que tiene una significación tal que no permita afirmar que se trata de modificaciones o adiciones a una iniciativa aprobada con anterioridad (cambios que son concebidos por las cámaras como fórmulas concretas que resuelven cuestiones particulares dentro del mismo asunto), sino que constituyan verdaderas propuestas nuevas, que no habrían recibido los debates reglamentarios por no haberse considerado en la primera vuelta. El concepto de modificación esencial, de acuerdo con el mismo precedente, se determina a partir de la distinción entre cambios que precisan o delimitan materias incorporadas en etapas anteriores, que estuvieron siempre presentes en los distintos debates,  cambios que son admisibles, en contraposición con los cambios que son evidentemente contrarios a la finalidad de la institución aprobada y restringen el alcance de la decisión adoptada en las etapas anteriores del proceso legislativo, los cuales son inconstitucionales.”

Aunado a lo anterior, la H. Corte en sentencia C-397/10, se pronunció sobre los cambios sustanciales, que implicarían una transformación de la iniciativa, en este caso de un referendo, y que trasgreden en sí, los principios anteriormente mencionados:
(…)
“Conforme los criterios jurisprudenciales desarrollados para examinar problemas relativos al respeto de los principios de unidad de materia, identidad relativa y consecutividad, un cambio sustancial puede identificarse de varias maneras: (i) porque introduce un tema nuevo, no relacionado con la propuesta original y sin relación teleológica con el tema original; (ii) porque los efectos generados por el cambio introducido son totalmente diferentes o incluso opuestos a los que surgen del texto original; (iii) porque el sentido de la norma propuesta después de la modificación sustancial es totalmente distinto u opuesto a la original; y (iv) porque los cambios introducidos transforman la propuesta en otra totalmente diferente, de tal manera que no es posible identificarla materialmente con la original.”

En cuanto al principio de identidad relativa o flexible en el trámite legislativo, este mismo fallo de constitucionalidad, consideró: 
(…)

“El principio de identidad relativa consiste en que, en los debates que se surten se mantenga sustancialmente el mismo proyecto, es decir, que las modificaciones que en ejercicio de los principios de pluralismo y decisión mayoritaria pueden hacerse al proyecto, no sean de tal envergadura que terminen por convertirlo en otro completamente distinto. De ahí que el contenido material de la propuesta referendaria debe ser mantenido durante el trámite legislativo y por ende no se puede modificar de manera sustancial, aún en los casos en que el contexto de elaboración y respaldo de la propuesta varíe durante el trámite legislativo. En el caso concreto del referendo constitucional por iniciativa ciudadana que dio lugar a la promulgación de la Ley 1327 de 2009, si bien se presentaron modificaciones que no implicaron cambios sustanciales a la propuesta de iniciativa ciudadana, también fueron introducidos cambios que si constituyeron modificación sustancial como el cambio de “mal trato severo” por “lesiones personales agravadas”, que aunque desde el lenguaje común las expresiones pueden guardar semejanzas, desde el lenguaje jurídico los efectos que se presentan hacen que el sentido de la norma varíe de manera ostensible; y la de “procederá la pena de prisión perpetua” por la de “se podrá imponer hasta la pena de prisión perpetua” que varió el sentido de la voluntad popular de imponer la prisión perpetua de manera directa y sin condicionamientos  a los sujetos que incurrieran en la comisión de dichos delitos. Encuentra la Corte que con la modificación de la propuesta original, se presentó un cambio sustancial que vulnera el principio de identidad flexible.” (Subrayas fuera de texto)
De otra parte, este alto tribunal, también se refirió al principio de consecutividad y su finalidad, en los siguientes términos:

 (…)

“El principio de consecutividad exige que los proyectos de ley se tramiten en cuatro debates de manera sucesiva en las comisiones y en las plenarias de las cámaras legislativas, salvo las excepciones constitucionales o legales, e impone,  que tanto a las comisiones como a las plenarias de las Cámaras, la obligación de examinar y debatir la totalidad de los temas que han sido propuestos, razón por la cual no les es permitido renunciar a dicho deber o declinar su competencia para diferirla a otra célula legislativa con el objetivo de postergar el debate de un determinado asunto. Así, el principio de consecutividad  debe entenderse como (i) la obligación de que tanto las comisiones como las plenarias deben estudiar y debatir todos los temas que ante ellas hayan sido propuestos durante el trámite legislativo; (ii) que no se posponga para una etapa posterior el debate de un determinado asunto planteado en comisión o en plenaria; y (iii) que la totalidad del articulado propuesto para primer o segundo debate, al igual que las proposiciones que lo modifiquen o adicionen, deben discutirse, debatirse, aprobarse o improbarse al interior de la instancia legislativa en la que son sometidas a consideración.”

(…)

“Si bien el principio de consecutividad se relaciona con el principio democrático y el principio de publicidad, ya que lo que se pretende es que las modificaciones que se hagan durante el trámite legislativo sean discutidas y conocidas por todos los miembros del Congreso en cada una de las etapas, los cambios que se pueden introducir en las discusiones en el Congreso en consonancia con el principio de identidad flexible, tienen que conservar la unidad temática del proyecto discutido en cada una de las etapas de aprobación de la ley. En el trámite de  la ley 1327 de 2009, se constata que algunas modificaciones no fueron discutidas ni conocidas en el primer y segundo debate del proyecto ante la Cámara de Representantes y no obstante los cambios fueron aprobados posteriormente en la Comisión Accidental de Conciliación y en la Plenaria con la aprobación final del informe de Conciliación, dicha aprobación no subsana el requisito de consecutividad y por consiguiente considera la Corte, que en dicho trámite se configuró un vicio formal de carácter insubsanable por violación del principio de consecutividad”.

(…)

“Ha establecido la Corte que como consecuencia del trámite legislativo, los textos de los proyectos aprobados por las Cámaras pueden variar, siempre que se respete el principio de identidad flexible y de consecutividad propio de los proyectos de iniciativa ciudadana. Cuando como resultado de ello se presentan discrepancias, es decir, diferencias entre uno o varios de los artículos de los textos aprobados por las dos Cámaras, la jurisprudencia ha señalado que “estas discrepancias deben producirse necesariamente durante el segundo debate, que se hizo precisamente para zanjar las diferencias que pudieran surgir entre comisiones”. Cuando ello sucede, la Carta autoriza la conformación de comisiones accidentales. Pero si bien puede suceder que un artículo sea aprobado en una Cámara y no en la otra, se estaría ante una discrepancia susceptible de conciliación, sí y solo sí, el asunto o materia a que se refiere el texto del artículo, fue objeto de debate y aprobación en las dos Cámaras. En el caso de los proyectos de iniciativa ciudadana, esa regla general debe ser precisada, porque sólo es posible conciliar cambios que además respeten la orientación y sentido de la iniciativa ciudadana. No se trata de conciliar fórmulas distintas frente al mismo asunto, sino de conciliar textos que habiendo sido aprobados por ambas cámaras, respeten la orientación del proyecto original y la fórmula de solución original, y siempre y cuando los textos agregados no constituyan un asunto nuevo o una fórmula que sea contraria a la iniciativa ciudadana.”

Por su parte, en el fallo de constitucionalidad C-277 de 2011, la Corte sostuvo sobre el principio de unidad de materia y de la necesidad de ponderar el principio de unidad de materia frente al principio democrático y de libre configuración del legislador, lo siguiente: 
“El juicio de constitucionalidad por violación al principio de unidad de materia debe ponderar de una parte el principio de unidad de materia y, de otra, el principio democrático y de libre configuración del legislador. En esta medida, la jurisprudencia indica que el juicio de constitucionalidad por violación al principio de unidad de materia debe limitarse a constatar que no existe ninguna relación de conexidad  razonable (causal, temática, sistemática y teleológica) entre la norma demandada y la ley que integra, habiendo señalado la Corte, que  el principio de unidad de materia no puede ser entendido de forma excesivamente estricta o rígida pues ello limitaría de manera desproporcionada la facultad de configuración del legislador y en consecuencia el principio democrático y el principio de conservación del derecho. En consecuencia, la Corte ha considerado que el juicio de constitucionalidad por presunta violación al principio de unidad de materia debe limitarse a la verificación de una relación de conexidad entre la norma cuestionada y la ley de la cual hace parte.”
Aunado a lo anterior y de acuerdo a línea jurisprudencial que ha identificado los tres principios reinantes en el trámite legislativo, que le entregan la legitimidad y constitucionalidad al procedimiento mismo, en el fallo de la referencia, la Corte se atrevió a definir claramente los requisitos para que se cumpla con el principio de consecutividad, en los siguientes términos: 

(…)

“Si bien el principio de consecutividad  debe entenderse como (i) la obligación de que tanto las comisiones como las plenarias deben estudiar y debatir todos los temas que ante ellas hayan sido propuestos durante el trámite legislativo; (ii) que no se posponga para una etapa posterior el debate de un determinado asunto planteado en comisión o en plenaria; y (iii) que la totalidad del articulado propuesto para primer o segundo debate, al igual que las proposiciones que lo modifiquen o adicionen, deben discutirse, debatirse, aprobarse o improbarse al interior de la instancia legislativa en la que son sometidas a consideración, por lo que para que la Corte pueda entrar a realizar un examen de constitucionalidad por este concepto se requiere que la demanda cumpla las siguientes condiciones: 1. Que identifique de manera precisa los contenidos normativos que se consideran nuevos y 2. Que se exprese, así sea de manera suscinta, respecto de cada uno de ellos, o de cada grupo de contenidos, las razones por las cuales se considere que los mismos corresponden  a asuntos nuevos, que no guarden relación de conexidad con lo discutido con anterioridad, correspondiéndole al demandante indicar, como requisito sustantivo de la demanda, por qué esa modificación, por qué esa novedad –claramente identificada en la demanda- es violatoria del principio de consecutividad y va en contravía de la potestad general de modificación de los proyectos que tienen  las cámaras.” (Subrayas fuera de texto).
Así mismo sostuvo frente a la relación de conexidad material entre el proyecto y las modificaciones que se propongan en el curso del trámite del proyecto, lo siguiente: 
(…)

“Se ha definido el principio de identidad flexible como aquel que exige que el proyecto de ley se conserve siempre el mismo a lo largo del trámite legislativo, en cuanto a su materia o núcleo temático, razón por la cual las modificaciones o adiciones introducidas como artículos nuevos deben tener un vínculo razonable con el tema general del proyecto en curso, lo cual implica que (i) dichos cambios se refieran a temas tratados y aprobados en el primer debate, y (ii) que éstos temas guarden estrecha relación con el contenido del proyecto, advirtiendo la Corte que aún en el cuarto debate se pueden introducir adiciones al proyecto de ley siempre que éstas tengan conexidad temática directa con la materia que venía siendo discutida en los debates anteriores. Así en sentencia C-141 de 2010 refiriéndose al principio de identidad se precisó que: “El principio de identidad es el nombre que se ha asignado a la exigencia contenida en el artículo 157 de la Constitución, de acuerdo con el cual ningún proyecto podrá convertirse en ley sin haber superado dos debates en comisiones permanentes de una y otra cámara, y otros dos en las respectivas plenarias. De esta forma se espera que el proyecto que inicia su trámite en primer debate sea, en lo esencial, el mismo que es aprobado en cuarto debate. Esto no significa que no se puedan hacer modificaciones al texto del proyecto, posibilidad que consagra expresamente el artículo 160 de la Constitución, sin embargo, éstas no podrán incluir temas nuevos, es decir, deberán guardar identidad con lo debatido y aprobado en las comisiones. Desde este punto de vista deberá existir una relación de conexidad material entre el proyecto y las modificaciones que se propongan al mismo…”

Resulta pertinente advertir por ultimo, que en el fallo de constitucionalidad contenido en la sentencia C-273/11, la Corte se refirió expresamente al objeto e integración de las comisiones de conciliación, así como a los principios de identidad flexible y unidad de materia, en los siguientes términos: 
(…)

“El principio de consecutividad exige que los proyectos de ley se tramiten en cuatro debates de manera sucesiva en las comisiones y en las plenarias de las cámaras legislativas, salvo las excepciones constitucionales o legales.”
(…)
“El principio de identidad flexible o relativa supone que el proyecto de ley que cursa en el Congreso sea el mismo durante los cuatro debates parlamentarios, bajo el entendido que las comisiones y las plenarias de las cámaras pueden introducir modificaciones al proyecto, y que las discrepancias entre lo aprobado en una y otra Cámara se puede superar mediante el trámite de conciliación por Comisiones de Mediación, que no implica repetir todo el trámite. Por este principio, no resulta admisible cualquier adición en cualquiera de las etapas de formación de la ley, ya que se exige que dicha relación sea de conexidad clara, específica, estrecha, necesaria y evidente.”

 (…)

El principio de unidad de materia, con relación al proceso legislativo, si bien  es amplio en aras de respetar el principio democrático y el margen de configuración del legislador, sirve para establecer si durante el trámite del proyecto se ha observado o no el principio de identidad. Así pues, si bien el principio de identidad flexible permite a las comisiones y a las plenarias de cada cámara hacer modificaciones, adiciones o  supresiones a los proyectos en curso, en virtud del principio de unidad temática, esos cambios sólo pueden producirse si versan sobre la misma materia general del proyecto.”

(…)

 “La regla incluida en el artículo 3º de la Ley 1382 de 2010, relacionada con la protección de los páramos y humedales como zonas excluidas de la minería, no viola los principios de consecutividad y de identidad flexible, por cuanto fue una modificación debatida y aprobada por la Plenaria del Senado, que en el presente caso era la cámara de origen,  en aras de ajustar la protección al medio ambiente en las zonas excluidas de la minería,  antes de la remisión del proyecto para los correspondientes debates en la Cámara de Representantes, además de su clara conexidad temática con los objetivos, el contenido y la finalidad del proyecto de Ley, no siendo la decisión de la Plenaria del Senado improvisada, sorpresiva o arbitraria, pues respondió a una preocupación clara y declarada de un asunto discutido en cada uno de los debates anteriores”.
En tal sentido cabe anotar que la jurisprudencia ha sido vehemente en hacer el control de constitucionalidad sobre el procedimiento que se haya surtido a lo largo del trámite legislativo de las iniciativas que una vez aprobadas han hecho tránsito a estudio de dicha corporación, y en sus pronunciamientos, ha logrado identificar tres principios, sine quanum se supera legítimamente el trámite legislativo de un proyecto, guardando siempre las justas medidas que han de existir entre la democracia representativa, la deliberación congresual, la participación ciudadana, la publicidad, la libertad en la configuración del legislador y en su máxima facultad entregada por el constituyente derivado, la de modificar la constitución política. 
En consecuencia, y de acuerdo a los apartes jurisprudenciales, anteriormente mencionados, en desarrollo del artículo 161 y siguientes de la constitución política, los principios que han de aplicarse en las comisiones de conciliación, a fin de respetar la voluntad del pleno congresual, en sus respectivas cámaras, y de la las reglas democráticas que priorizan las decisiones de las mayorías, con el respeto por las minorías y el libre ejercicio de la oposición en la misma deliberación, son el principio de CONSECUTIVIDAD, EL DE UNIDAD DE MATERIA Y EL DE IDENTIDAD RELATIVA O FLEXIBLE, los cuales harán parte del texto normativo del presente proyecto de ley.

· INTEGRALIDAD EN LA NORMA REGLAMENTARIA DE LAS CONCILIACIONES

A continuación nos permitimos justificar de manera específica, cada una de las modificaciones contenidas en el presente proyecto de ley, a fin de entregar la mayor riqueza argumentativa para el debate: 
1. En el artículo 1º se hace explícito desde la titulación del capítulo I de la sección 5 de la ley 5ª de 1992, que se trata de comisiones “de conciliación”, lo que permite identificar inequívocamente la finalidad de dichas comisiones y la etapa del trámite legislativo en la que actúan.
2. En el artículo 2º se busca modificar el artículo 186 a fin de establecer que sean los presidentes de las mesas directivas de cada corporación (Senado y Cámara), los encargados de designar los miembros de las comisiones accidentales especiales de conciliación y se aclara que dicha comisión se designara para los casos en que surgieren discrepancias en los proyectos de ley o en los proyectos de acto legislativo, por cuanto en la norma vigente no se encuentra consignado expresamente que dicha comisión también aplica para las reformas a la constitución. 
3. En el artículo 3º se crea un nuevo artículo 186A, con el fin de establecer claramente lo que ha de considerarse como discrepancias, definiéndolas como las diferencias entre los textos de articulado aprobados por las plenarias de una y otra cámara. En el mismo sentido se restringe su aplicación sólo a aquellos artículos que no sean considerados nuevos, es decir, aquellos cuyas materias hayan sido objeto de discusión y votación en las plenarias, haya sido de aprobación o reprobación. 
4. En conexidad con el artículo anterior, en el artículo 4 se crea un artículo 186B, en el cual se establecen las características para considerar un artículo no conciliable, guardando plena correspondencia con los pronunciamientos jurisprudenciales en torno a la conexidad temática directa con contenido del proyecto, debiendo ser calara, específica, estrecha, necesaria y evidente. Así mismo la norma pretende cerrar el paso para la conciliación, a aquellos artículos que son autónomos y que no guardan en su contenido la regla de conexidad con la esencia de la iniciativa. 
5. En el artículo 5º se modifica el artículo 187, estableciéndose de manera expresa la conformación de las comisiones de conciliación, para lo cual se menciona el artículo 161 constitucional y de este se hace el desarrollo normativo, disponiendo que los senadores y representantes que en igual número conformen dicha comisión, serán ponentes que haya designado la comisión respectiva para el segundo debate de la respectiva iniciativa, estableciendo un límite al número de ponentes por partido, en razón de un ponente máximo por cada partido. 
De igual modo y teniendo en cuenta que la norma busca cubrir todos los escenarios posibles, se establece igualmente que en aquellos casos en los que las comisiones respectivas hayan designado tan solo un ponente para el trámite de segundo de debate, en dichas comisiones se adicionará un ponente más, que sea miembro de la comisión en la que tuvo origen y se debatió el proyecto correspondiente. 
6. En el artículo 6º se crea un nuevo artículo 187A, a través del cual se busca establecer y definir conceptualmente, con base en la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional los criterios de aplicación obligatoria, por parte de los miembros de la comisión de conciliación, que permitan inequívocamente darle la mayor legitimidad al trámite legislativo de cada iniciativa, se de carácter legal o de reforma constitucional, los cuales vale la pena recordar, son consecutividad, unidad de materia e identidad relativa. 
7. En el artículo 7º modifica el artículo 188 de la ley 5ª, en el sentido de aclarar la forma y el contenido  de los informes de conciliación. Para ello se dispone en la norma que del informe de conciliación, hará parte un registro detallado en la forma en la que se adoptó el texto final del articulado y un cuadro comparativo de los artículos aprobados en todos los debates y las discrepancias objeto de conciliación. 
8. Por su parte el artículo 8º crea un nuevo artículo 188A, que en conexidad con el artículo anterior pretende desarrollar el principio de publicidad frente al informe de conciliación, estableciendo como término para la presentación del informe y su publicación en la gaceta oficial aquel que determine cada mesa directiva de las cámaras, no inferior quince (15) días antes de la discusión y votación del proyecto en la respectiva plenaria, a fin de que durante dicho término se proceda al conocimiento y socialización del informe por parte de cada una de las bancadas que tiene asiento en el Congreso, fortaleciendo las disposiciones que frente a la toma de decisiones por parte de las bancadas se encuentran vigentes en la ley 974 de 2005, especialmente la contenida en el artículo 2º. 
9.  En el artículo 9º se adiciona la frase “o proyecto de acto legislativo”, a fin de dar claridad al aplicación de la norma sobre los proyectos de reforma constitucional. Igualmente se determina que las disposiciones sobre las cuales persistan discrepancias en el segundo debate, se considerarán negadas. 
10. En el artículo 10 se modifica el artículo 230 de la ley 5ª, a fin de integrar el derecho a la participación ciudadana en el trámite legislativo, a las disposiciones que reglamentan la etapa de la conciliación. Ello implica la necesidad de cumplir con el desarrollo del principio de publicidad de los proyectos que tienen discusión en el Congreso de la República y concretamente, con la oportunidad que ha de entregarse a los ciudadanos para que una vez integradas las comisiones de conciliación, se surta la audiencia en la cual haya lugar a escuchar las intervenciones ciudadanas en las cuales se planteen las diferentes observaciones sobre cada iniciativa, y estas contribuyan al debate democrático en la aprobación de las normas de nuestro ordenamiento jurídico, así como a la visibilidad y transparencia de las decisiones del legislativo. 
Pese a que en las comisiones de conciliación no existen mesas directivas, se dispone que la aceptación de las solicitudes de intervención de los ciudadanos estará a cargo del ponente coordinador de la comisión, previa publicación de la fecha en que se realizará la audiencia y la inscripción de la misma en la secretaría general de cada una de las cámaras, en donde el ciudadano desee plantear sus observaciones. 

Dicha audiencia no podrá extenderse por más de un día, y esta sólo tendrá lugar cuando no se haya realizado audiencia pública, en el tránsito de la iniciativa a segundo a debate. 
En consecuencia, y de cara al ordenamiento constitucional vigente que establece el Estado  democrático, a fin de complementar y modificar para su fortalecimiento las reglas que garanticen eficacia, transparencia y libre participación en la deliberación durante el trámite legislativo, nos permitimos dejar en consideración de este H. Congreso, el proyecto de ley de la referencia. 
Cordialmente;
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